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1. LA OPOSICIÓN ENTRE EL MEDIO RURAL Y EL MEDIO URBANO 
 
 Para nadie puede ser desconocida la evidencia de que entre el medio rural y el medio urbano existe 
una profunda dicotomía cimentada en factores de oposición ya seculares, aunque la contradicción entre el 
campo y la ciudad se hace más acusada a partir del final de la Segunda Guerra Mundial, y de los años 
cincuenta y sesenta en el caso español. Ni que decir tiene que en esta dialéctica entre ambos espacios es el 
medio rural el que ha salido perdiendo y ha quedado subyugado desde los puntos de vista físico, social y 
económico ante la expansión, influencia y dinamismo urbanos. Hasta el punto de que en la actualidad se 
puede afirmar que el medio rural representa un papel subsidiario respecto a la ciudad. Este fenómeno no es 
casual, sino que es el resultado lógico de determinados procesos económicos que mueven a los hombres. 
  
 Antes de centrarnos en los problemas y las posibilidades que ofrece el medio rural hoy en día, es 
conveniente recordar algunas cuestiones básicas para entender la dicotomía actual entre el campo y la ciudad y 
los diferentes papeles que representan cada uno de estos espacios. 
  
 Los habitantes del campo de todos los países y de todas las épocas históricas no han abandonado sus 
casas, familias y propiedades por gusto. Lo han hecho por necesidad. Han sido "empujados". Unas veces por la 
fuerza y otras creándoles, consciente o inconscientemente, las condiciones favorables para succionarles de su 
ámbito habitual y hacer que sean ellos los que "libremente" lo abandonen. Estos desplazamientos personales o 
masivos constituyen las llamadas Migraciones. Por lo tanto, la concentración de capitales, mano de obra y 
mercancías ha hecho posible la Industrialización, entendida como producción racionalizada y extendida de 
mercancías. Esta industrialización ha generado o acelerado históricamente otro fenómeno de gran importancia, 
llamado Urbanización, que es el proceso de concentración de población en las ciudades. Industrialización y 
Urbanización son fenómenos íntimamente relacionados. El primero se refiere a los cambios y desarrollo de las 
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fuerzas productivas, mientras que el segundo alude a la manifestación espacial que acompaña, hace posible y 
refuerza esos cambios. 
  
 La concentración de recursos y población en las ciudades es anterior a la Revolución Industrial, pero a 
partir de este momento es cuando adquiere una intensidad, ritmo y proporciones muy especificas. 
Actualmente, en España viven en ciudades de más de 50.000 habitantes el 51 % de la población total, 
porcentaje que en la provincia de Alicante es del 44 %. Si tenemos en cuenta la totalidad de la población 
urbana, es decir, la que habita en núcleos superiores a los 10.000 habitantes, estos porcentajes son del 65 % y 
del 74 %, respectivamente. Por su parte, la población rural (en núcleos menores de 2.000 habitantes) representa 
sólo el 9 % en la provincia de Alicante y el 18 % en el conjunto del Estado. 
 
 Esta evidencia ha servido para acuñar una especie de ley no cuestionada prácticamente por nadie, es 
decir, "a mayor nivel de desarrollo económico y tecnológico, mayor es el grado de urbanización del país o 
región", o lo que es lo mismo, "para obtener más rendimiento económico hay que concentrar la mayor cantidad 
posible de personas y recursos en las ciudades". De esta manera se construye el mito de que industria, ciudad, 
desarrollo y bienestar se convierten en términos equivalentes de una misma ecuación. Así, en una sociedad de 
funcionamiento capitalista, como la nuestra, se presenta como normal, incluso necesario y conveniente, la 
emigración del campo a la ciudad, ya que el desarrollo y el bienestar sólo pueden conseguirse en las ciudades. 
Sin embargo, tradicionalmente se ha ocultado que las migraciones campo-ciudad y de unas regiones a otras, 
permiten ofrecer a la industria un ejército de reserva de mano de obra que garantiza el óptimo beneficio del 
capital invertido en la ciudad, así como que estas migraciones de personas y recursos siempre son 
incontrolables y que crean dependencias y desequilibrios crecientes entre las zonas receptoras y las áreas 
emisoras. Cuando no ha sido posible enmascarar estos problemas, se ha intentado hacerlos pasar por 
beneficiosos, manifestando que los dos medios obtienen ventajas y que, en cualquier caso, el intercambio 
desigual y la dominación del campo por la ciudad, o de unos países por otros, constituye un mal necesario o el 
menos malo de los posibles o un precio que se debe pagar para lograr el desarrollo de todos. 
 
 La oposición histórica entre el campo y la ciudad constituye el origen y consolidación del modo de 
producción que conocemos como capitalismo, es decir, la concentración creciente de recursos y la creación de 
desequilibrios "necesarios" entre áreas. La oposición entre el campo y la ciudad lleva consigo una diferencia en 
las posibilidades de trabajo, de salarios y de forma de vida que existen entre uno y otra. La ciudad ha 
significado la libertad, una forma superior de vida. La atracción de la ciudad sobre el campo es antigua. En la 
ciudad se han consumido los excedentes agrarios y allí ha ido a parar la población que se expulsaba del campo. 
 
 3
Con el capitalismo estos rasgos se acentúan y generalizan. La oposición entre el campo y la ciudad se 
agudiza y cobra nuevas dimensiones. La expulsión amplia de población del campo se produce por diversas 
causas: un exceso de natalidad, cosechas catastróficas, guerras y sobre todo por despojo de los pequeños 
propietarios. Los agricultores se ven privados de la propiedad de la tierra o de los medios (capitales) que hacen 
posible la explotación de aquélla, quedándoles sólo su propia fuerza de trabajo que no pueden emplear en el 
campo y que precisamente ha sido alienada para sólo encontrar comprador en las ciudades. Al mismo tiempo se 
extiende un modelo cultural que empuja a adoptar pautas de comportamiento y consumo que se presentan con 
posibilidad de ser satisfechas sólo en las ciudades. La destrucción de la agricultura tradicional es el concepto 
que resume todo un amplio conjunto de hechos que aparecen en el medio rural como consecuencia del 
predominio de las formas de producción, distribución y consumo capitalistas. En realidad es un proceso, una de 
cuyas causas-efecto es la emigración campo- ciudad. 
 
Casi todos los países desarrollados, y sobre todo los de crecimiento rápido y tardío (y más en concreto 
España), presentan en su interior relaciones entre regiones, e incluso entre comarcas dentro de una misma 
región, que algunos autores han calificado de "semicoloniales". Frente a las áreas metropolitanas o zonas 
dominantes, como Madrid, Barcelona, Valencia o Bilbao, existen amplias zonas del país que se convierten en el 
yacimiento (cada vez más esquilmado) de los recursos que utilizan las primeras. Son las zonas dominadas, 
como Galicia, Andalucía, Extremadura, Canarias o ambas Castillas, las que se encargan de suministrar mano de 
obra y capitales (desde aquellos que se extraen del campo hasta el pequeño ahorro del campesino, captado por 
la sutil red de instituciones bancarias). Incluso las materias primas y la energía (minerales, madera, energía 
eléctrica, productos agrícolas) también se van para ser utilizadas allí donde se les puede sacar un beneficio 
inmediato más alto, es decir, en las áreas metropolitanas. Además, una vez elaborados y transformados en 
productos de consumo, una parte vuelve a sus lugares de origen para ser consumidos. 
 
Las zonas dominadas pierden no sólo recursos, sino que con ellos se va también de forma gradual pero 
inexorable la posibilidad de acometer su autopromoción. Así, sólo quedan personas ancianas, poco dinero, una 
agricultura descapitalizada, un campo abandonado, pueblos semivacíos y poca o ninguna infraestructura. Las 
capitales de provincia y algunos otros núcleos crecen, pero concentran sobre todo servicios y una industria débil 
y dependiente. Incluso los beneficios que ciertas actividades, como el turismo, pueden producir, no se utilizan 
tampoco donde se obtienen, emigrando éstos, en muchos casos, al extranjero. 
 
De lo que en otro tiempo se conocía como cultura rural va quedando poco. Se está limitando a ciertas 
zonas donde el atraso y la pobreza son considerables. Su lugar ha sido ocupado por un modelo de consumo que 
incluye valores y expectativas cuya satisfacción es una garantía para que el sistema funcione (el coche, el 
televisor, el video, el vivir en la ciudad, la segunda residencia en el campo o junto al mar). Este modelo suele 
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conocerse con el nombre de Cultura Urbana, pero en realidad esta denominación es confusa. No es la ciudad la 
que genera este tipo de ideología, es el propio capitalismo quien la crea para que se difunda en la ciudad y en el 
campo. 
 
Progresivamente, en una segunda etapa, en la que el campo continúa siendo esquilmado y "exportando" 
materias primas, energía, capitales y mano de obra, es la ciudad la que invade el campo con una serie de usos 
ajenos tradicionalmente a este medio, ya que la anterior concentración de personas, capitales, actividades y 
medios de producción en la ciudad satura el espacio, aliena a sus habitantes y produce deseconomías 
(contaminación, atascos, congestión, criminalidad, ruidos, tensión, estrés, accidentes, carencia de espacios 
verdes, destrucción del patrimonio urbano y social, aumento del tiempo empleado en el transporte). Todo esto 
invita al ciudadano a invadir el campo para paliar la alienación urbana y sobrevivir. Si el medio rural no 
estuviese explotado y abandonado con la descapitalización de la miseria, el agricultor no necesitaría para 
subsistir abandonar el campo y su medio histórico, cultural y productivo. Si las ciudades fueran más habitables, 
con menos hacinamiento y especulación y viviendas dignas, entonces el campo no "necesitaría" ser invadido y 
destruido, no se demandaría su ocupación para uso de ciudadanos angustiados. 
 
En este punto habría que mencionar una serie de factores de origen urbano que degradan el campo: 
descapitalización, paro, destrucción de las estructuras agrarias tradicionales, industrias peligrosas y 
contaminantes, desechos urbanos e industriales, especulación del suelo para urbanizaciones y ocio, invasión del 
automóvil, construcción de vías de comunicación, repoblaciones forestales inadecuadas, incendios forestales, 
abandono de pueblos y campos, envejecimiento de la población rural, entre otros. 
 
De este modo, el campo pasa en muy pocas décadas de ser un factor de producción a un bien de 
consumo, ya que el modo de producción imperante encuentra en los espacios naturales y en el campo la 
posibilidad de explotarlos para el ocio de los ciudadanos. Así, produce lugares de ocio, los vende y consume 
como valores de cambio. Incluso la presión físico-espacial de los excedentes y excrecencias de la ciudad sobre 
el campo desplaza, o fuerza, al agricultor a abandonar sus tierras ante el valor de cambio que adquiere su 
propiedad agraria como uso urbano. 
 
Como se puede comprobar, el panorama que el medio rural tiene ante sí en la actualidad no es nada 
alentador. Pero ello no es óbice para que la sociedad abandone el campo a su suerte y no se lleven a cabo las 
políticas e inversiones necesarias para revitalizar este medio desde los puntos de vista social y económico, así 
como para evitar la desaparición de un patrimonio cultural que pertenece a todos los ciudadanos y anida en la 
memoria colectiva, y, sobre todo, y este es su problema fundamental, conseguir que sus habitantes no se vean 
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obligados a emigrar por la falta de perspectivas, es decir, asegurar el poblamiento y la actividad en las zonas 
rurales, especialmente en las más desfavorecidas.  
 
2. LAS POSIBILIDADES DEL MEDIO RURAL Y EL PAPEL DE LA AGRICULTURA.     .    '                                                                 
Históricamente, la agricultura y la ganadería han sido las bases económicas de las comunidades rurales, 
constituidas de manera fundamental por una población mayoritariamente agrícola y ganadera, que se 
complementaba con la población dedicada a tareas productivas destinadas a satisfacer las necesidades locales. 
Como ya ha quedado dicho, lo que el conjunto de la sociedad demandaba del campo ante todo eran materias 
primas agroalimentarias. De ahí que hasta hace muy poco tiempo se tendiera a equiparar los conceptos de 
agricultura y mundo rural. En la actualidad, como cualquiera puede observar, han cambiado mucho las cosas, 
pues las nuevas técnicas de cultivo o de alimentación y manejo del ganado hacen que un número cada vez 
menor de agricultores y ganaderos puedan alimentar a una población urbana y rural no agraria numéricamente 
mucho mayor. Una población que, por otro lado, comienza a demandar del medio rural, y de manera cada vez 
más acusada, no sólo alimentos diferentes y variados, sino bienes y servicios distintos a los estrictamente 
agrarios, de los directamente relacionados con la producción de alimentos. 
 
Asimismo,  la imposibilidad de ampliar la producción agraria  (pues no se debe olvidar que la reforma 
de la Política Agraria Común -PAC- se encamina hacia la reducción de los excedentes y de los costes 
presupuestarios de su política de precios mediante el fomento de las prácticas extensivas y la merma de las 
producciones), la conveniencia de rejuvenecer y mantener a la población en las zonas rurales, la voluntad de 
equiparar el nivel socioeconómico de las áreas rurales con el de las zonas más desarrolladas y la revalorización 
de los valores ambientales, culturales y paisajísticos de los espacios rurales, lleva de forma ineludible a la 
conclusión de que el mundo rural ya no es el mundo de la agricultura. Al medio rural se le han asignado nuevas 
funciones que provocan un aumento de su complejidad económica, social y cultural. 
 
De manera tradicional, agricultura rica significaba medio rural próspero. En la actualidad, el desarrollo 
de la primera, desde una óptica estrictamente económica y productiva, lleva inevitablemente a un número 
menor de productores de alimentos y ello puede traer consigo un modelo de desarrollo agrario diferente e 
incluso contrapuesto al desarrollo del mundo rural y, como consecuencia final, un mayor despoblamiento. En 
este punto se plantea una dicotomía notable entre los conceptos de explotación agraria y de explotación rural. 
En primer lugar, el proceso de modernización agropecuaria supone el aumento de la dimensión media de las 
explotaciones y, por lo tanto, la disminución de su número, lo que supondría la desaparición de un gran número 
de explotaciones agrarias que no podrían competir en un mercado libre. Sin embargo, este mismo proceso 
modernizador visto desde una perspectiva rural no tiene obligatoriamente que suponer que agricultores y 
ganaderos abandonen sus explotaciones, ya que éstas pueden seguir funcionando y, posiblemente, de una 
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forma más rentable, como explotaciones rurales. Así lo avalan diversas experiencias llevadas a cabo en la 
montaña palentina a través del programa LEADER. 
 
La mayoría de las explotaciones familiares españolas y alicantinas deberían desaparecer si se siguen las 
puras e impersonales leyes del mercado, pues su eficiencia agraria no las sitúa, ni siquiera, en el umbral de la 
viabilidad, por muchas ayudas estructurales de que dispusieran, si estas se enfocan simplemente desde la 
productividad agraria. Sin embargo, la experiencia de los programas LEADER está demostrando que ni esta es 
la única perspectiva válida y existente, ni se puede afirmar que el propio mercado no ofrece otras posibilidades. 
Eso serla cierto si nos limitásemos a contemplar el problema desde la exclusiva perspectiva de lo agrario y no 
desde la visión, infinitamente más amplia, de lo rural, entendido como un hábitat y un modo de vida que se 
desarrolla en los espacios no urbanos y que, aun teniendo su base en la actividad agraria, comprende una 
variada y rica gama de actividades económicas no exclusivamente agrarias. 
 
De tal forma, si para determinados tipos de explotaciones su viabilidad como explotación agraria se 
puede afirmar que no existe, sus posibilidades como explotación rural son amplias. La explotación rural, de la 
que existen ya numerosos ejemplos en amplias zonas de varios países europeos como Holanda, Francia, 
Alemania o Italia, no es ni más ni menos que una explotación familiar agraria reconvertida para la utilización 
de todas y cada una de las posibilidades que ofrece el entorno para que sus titulares generen rentas, poniendo en 
práctica lo que en países como Francia o Gran Bretaña se conoce como "pluriactividad campesina" y que 
supone una decidida diversificación económica de los espacios rurales. Se trata en consecuencia de aprovechar 
el agroturismo, la artesanía, la producción y comercialización de determinados productos inexistentes en otras 
partes o elaborados y presentados de forma propia, la oferta de servicios específicos, de un modo de vida 
respetuoso con el entorno, de cuya conservación y mejora obtendrá gran parte de esas posibilidades. En 
definitiva, se trata de añadir a las exiguas rentas agrarias otras provenientes de unas producciones y servicios 
que, precisamente por ser específicos y propios, pueden ser generadores de un alto valor añadido. Si a ello 
sumamos la opción de explotar esas posibilidades de forma colectiva (ejemplos no faltan en Europa), se 
multiplican las posibilidades de obtener una eficiencia y una viabilidad muy superiores a las de la explotación 
agraria tradicional. El fomento del cooperativismo agropecuario puede constituir un revitalizador de primer 
orden para el medio rural, pues así lo demuestran las experiencias llevadas a cabo en el Pirineo catalán. 
 
Sin embargo, una explotación rural es algo más que una casa de huéspedes, una tienda de artesanía, un 
lugar donde su venden productos típicos o una oferta de paseos a caballo que una familia campesina pone a 
disposición del ocio de los habitantes de las ciudades. La explotación rural no es sólo la reconversión de la 
actividad agrícola o ganadera, sino otra forma de obtener ingresos en el núcleo rural y debe ser contemplada 
dentro del proceso modernizador de la agricultura, entendiendo por modernización las reformas y mejoras 
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estructurales que permitan la obtención de un mayor nivel de rentas, mediante la disminución de los costes, 
diversificando, por ejemplo, las fuentes de ingresos, y el aumento del valor añadido de la producción propia de 
la explotación, adaptando al mismo tiempo esa producción a lo que el mercado demanda. 
 
Por ello, la explotación rural tiene como base la actividad agraria, la conservación de un hábitat y de una 
forma de vida cuyos valores y peculiaridades no se mantendrán como piezas de museo, sino que se conservarán 
de forma viva. De esta forma, durante los últimos lustros se está produciendo un cierto desarrollo del mundo 
rural y una transformación de éste en algo que no vive solamente de las subvenciones o ayudas (fundamentales, 
por otra parte), sino que, basándose en la actividad tradicional de sus habitantes (agricultura, ganadería o 
explotación forestal), es capaz de generar nuevas fuentes de riqueza. En este punto es conveniente volver a 
señalar la creciente revalorización de los espacios rurales como reserva de los recursos naturales, ambientales y 
culturales, valores que se perderían de prosperar la despoblación del medio rural. Por la tanto, la Unión Europea 
(UE) considera que la sociedad ha de aceptar el hecho de que los agricultores, como gestores del medio, 
proporcionan un servicio público que merece una remuneración adecuada. De esta forma se mantendría la 
población en las áreas rurales sin aumentar las producciones agrarias y paliando el agudo problema de los 
excedentes, que es uno de los objetivos básicos de la reforma de la PAC. 
 
El desarrollo, mediante la reconversión de las actividades del medio rural, constituye una tarea que 
compete no sólo a los agricultores y ganaderos, minoritarios muchas veces en los propios núcleos rurales, sino a 
toda la sociedad, a las distintas administraciones (locales, autonómicas y central), así como a las organizaciones 
representativas de los colectivos económicos y sociales. 
 
Por lo tanto, el desarrollo rural no surge espontáneamente del mero transcurrir de la vida social de los 
pueblos, sino que para que tenga lugar un proceso de este tipo es necesario proveerle de una serie de elementos 
de apoyo, ya que en las sociedades modernas se perciben de forma clara unas tendencias cuyas líneas 
dominantes apuntan precisamente en direcciones contrarias a la evolución positiva del medio rural. Lo urbano, 
como ya se ha comentado, se ha convertido en dominante y es necesario que el desarrollo rural se convierta en 
un objetivo específico, que ha de elegirse voluntariamente y que obliga a diseñar y poner en marcha programas 
de actuación determinados, así como a soportar por el conjunto de la sociedad el montante económico que esas 
actuaciones requieren. 
 
El desarrollo rural no es simplemente un problema de fijación de población en el campo que la sociedad 
tiene que pagar. La mera existencia de habitantes en el campo viviendo en condiciones precarias (con servicios 
sanitarios, educacionales y de transporte deficientes y por debajo de la media nacional), e inferiores condiciones 
de vida de las que ofrecen las colectividades urbanas no sería desarrollo rural, sería subdesarrollo que quizá  
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retuviera a la población, aunque lo más probable es que ésta sólo permaneciera en ese hábitat como recurso 
desesperado ante la ausencia de otras salidas laborales o sociales,  provocando el abandono masivo de sus 
pobladores más jóvenes, activos y dinámicos en cuanto tuviesen la menor esperanza de salida. 
 
El concepto de desarrollo rural exige no sólo que existan comunidades rurales pobladas, sino que éstas 
sean, económica y socialmente, activas, dinámicas y vivas, agrupaciones humanas cuya población es una parte 
más (y perfectamente integrada en ella) de una comunidad social mucho más amplia, con unas condiciones de 
vida, de participación económica, social y política del mismo rango y calidad que las del resto de la población. 
 
Ello implica, en primer lugar, la existencia de una vida económica no soportada solamente por 
subvenciones que desprofesionalicen cualquier actividad, sino principalmente por actividades productivas, 
agrarias y no agrarias: de transformación alimentaria, artesanales, comerciales, de servicios (ligados 
principalmente, pero no de manera exclusiva, al ocio), de conservación de la naturaleza y del patrimonio 
cultural, que se constituyen en activos de los que se puede detraer, además, una rentabilidad económica directa. 
Es decir, la creación de oportunidades en las áreas rurales para obtener ingresos provenientes no exclusivamente 
de la agricultura pasa de forma ineludible por un desarrollo rural integrado, donde las actividades que generan 
rentas se vean acompañadas por las infraestructuras y equipos necesarios, el fomento del cooperativismo, el 
mejor acceso de la juventud rural a la formación y educación, las facilidades financieras para el establecimiento 
de los jóvenes en el medio rural y la potenciación del autoempleo en los pueblos mediante la recuperación de 
los oficios tradicionales con el fin de prestar un servicio a los habitantes del pueblo y no únicamente a los 
visitantes esporádicos. 
 
Hace tiempo se consideraba que la descentralización industrial revitalizaría las áreas rurales. Hoy esa 
idea se ha ido abandonando. En un mundo económico cada vez más internacionalizado, la instalación de 
industrias, incluso de las alimentarias, depende de factores mucho más ligados a la cercanía de los servicios y de 
los centros administrativos y de decisión o a la facilidad de las comunicaciones que a la proximidad de la 
materia prima o los beneficios fiscales y de suelo que puedan ofrecer ubicaciones rurales determinadas. La 
actividad económica que propicie el desarrollo rural debe basarse en lo que éste ofrece de manera más natural, 
es decir, la actividad agrícola y ganadera que creará la infraestructura social necesaria para que otras actividades 
puedan desarrollarse. Por ello se hace necesario que cualquier política de desarrollo rural sea dual, es decir, que 
por una parte cierre el proceso de modernización de nuestra agricultura, de manera que ésta alcance altas cotas 
de eficacia y, por otra, avanzar en un proceso de reconversión de recursos productivos que pueden ser liberados 
del uso productivo exclusivamente agrario, pasando así de la explotación agraria a la explotación rural. 
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Sin embargo, es difícil que la agricultura española alcance una eficacia elevada mientras la mayoría del 
sector agrario tenga una rentabilidad tan baja, hecho que deriva de las ruinosas cotizaciones que los agricultores 
perciben por sus productos. Según el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, en 2005 la renta agraria 
cayó el 10,6 %  en precios corrientes, mientras que en precios constantes (teniendo en cuenta el IPC) la 
disminución fue del 12,0 %. A los problemas estructurales ya tradicionales con los precios percibidos se unen 
las malas condiciones climáticas y el aumento del precio del gasóleo. El aumento de los costes del gasóleo 
(energía y lubricante) fue del 11,5 %, de forma que frente a 2004, los agricultores tuvieron que afrontar un 
sobrecoste de 143 millones de euros. 
 
El funcionamiento de los mercados de los productos agrarios está dominado por las grandes superficies 
y multinacionales, que son las que se están beneficiando de una situación donde los precios al consumidor no 
tienen nada que ver con los precios que cobra el productor. La ley de la oferta y la demanda no funciona y hay 
una situación de abuso en la que el agricultor cada vez cobra menos por sus productos y el consumidor paga 
cada vez más para adquirir los mismos. Esta situación ha destruido miles de explotaciones agropecuarios como 
consecuencia de los bajos precios y, por consiguiente, de unas rentas insuficientes. Se debe tener en cuenta que 
la renta agraria representa sólo el 65 % de la renta general. Además, la situación actual provoca un cambio del 
modelo de producción y la desaparición o deslocalización de algunos cultivos. 
 
Muchos de los defensores de la mundialización argumentan que los consumidores europeos estamos 
pagando un sobreprecio en los productos agroalimentarios debido a que algunos mecanismos impiden la 
entrada libre de productos procedentes de países terceros en la Unión Europea. Cuando se analiza lo que en 
realidad ocurre, rápidamente sale a la luz la falacia que este aserto contiene. En la actualidad ya existe, en parte, 
una liberalización creciente del comercio mundial y estamos pagando cada vez más caros unos productos que 
las grandes transnacionales de la distribución compran  cada vez más baratos en cualquier parte del mundo. 
 
Los mercados están dominados por muy pocas manos. Cuando se analiza quién se apropia de los 
beneficios, se observa que éstos se quedan en la parte final de la cadena, es decir, en las grandes firmas 
distribuidoras y en las grandes superficies comerciales, que precisamente son los agentes que menos mano de 
obra utilizan. 
 
Si previamente se produce un abuso hacia el productor (precios por debajo de los costes de producción), 
también se produce un abuso muy claro y evidente hacia el consumidor. Más del 60 % del beneficio final se 
concentra  en las grandes superficies comerciales (Carrefour, Alcampo, Mercadona, Eroski, El Corte Inglés...). 
El Índice de Precios al Consumo (IPC) de la alimentación subió un 4,2 % en 2005, aunque los precios 
percibidos por los agricultores bajaron en general, provocando un descenso de la renta de un 12 %.  
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Las organizaciones profesionales agrarias (Unió de Llauradors i Ramaders del País Valencia-COAG, 
Asociación de Jóvenes Agricultores-ASAJA y Unión de Pequeños Agricultores-UPA) organizaron en 
noviembre de 2005 un acto de protesta en Sueca (Valencia) por la baja rentabilidad del campo valenciano y, por 
extensión, español, al mismo tiempo que elaboraron una tabla reivindicativa de doce puntos, donde trasladaban 
a la Administración las soluciones que a su juicio necesita la agricultura valenciana. Estos puntos son los 
siguientes: 
1.) Promulgación de leyes que aseguren unos precios justos para los productores. 
2.) Impedir que la distribución y las grandes empresas impongan los precios y abusen de los 
productores y consumidores. 
3.) Implantación de un seguro de renta agraria. 
4.) implantación de una fiscalidad agraria adecuada. 
5.) Implantación de contratos legales en la compra-venta de productos agrarios. 
6.) Implantación de un gasóleo profesional. 
7.) Dinero público para modernizar el campo. 
8.) Apoyo a las uniones de productores y a la creación de cooperativas agropecuarias. 
9.) Puesta en marcha de sistemas eficaces de control de las plagas y de las enfermedades de cuarentena. 
10.) Lucha contra la competencia desleal por parte de los alimentos procedentes de fuera de   
       la UE. 
11.)  Garantía en el suministro de agua para el sector agrario. 
12.)  Lucha contra la discriminación de la agricultura mediterránea en Europa. 
 
Como si no hubiera pasado el tiempo, las mismas organizaciones agrarias (COAG, UPA y ASAJA) 
convocaron en noviembre de 2009 una movilización general del campo español con motivo de la caída 
generalizada de los precios, la subida de los costes de producción y la incertidumbre sobre el futuro de la PAC. 
Las principales causas de esta movilización fueron las siguientes: 
1.) Aumento de los costes de producción (maquinaria, abonos, gasóleo, semillas) de más del 34 % 
como media desde 2005. 
2.) Fuerte caída de precios o ventas sin precio de los productos en origen: leche, cereales, girasol, 
ovino, cítricos, aceite de oliva o uva. 
3.) Supresión de los mecanismos comunitarios de regulación de los mercados y falta de instrumentos 
alternativos. 
4.) Caída de las rentas de la actividad agropecuaria de un 25 % desde 2005 y falta de rentabilidad en el 
campo. 
5.) Los interrogantes que existen sobre el futuro de la PAC más allá de 2013. 
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6.) Nula transparencia de los precios en la cadena agroalimentaria y el poder de los grandes grupos de 
distribución para imponer los precios en origen. 
7.) Importaciones a bajos precios desde terceros países. 
8.) Abandono del medio rural, más allá del turismo, ante la falta de medios y servicios para mantener 
una calidad de vida. 
 
Ante estos graves problemas, las reivindicaciones del campo español en la citada movilización general 
de noviembre de 2009 son las siguientes: 
1.) Una mejora de la fiscalidad que suponga rebajar los precios de los costes de producción. 
2.) Disponer de una financiación barata para hacer frente a las mejoras de estructuras y aumentar la 
competitividad. 
3.) Una PAC que no desmantele los mecanismos de regulación de mercados, que evite caídas de 
precios y tenga continuidad más allá de 2013. 
4.) Mayor control de las importaciones en volumen y en precios para evitar la destrucción de las 
producciones propias. 
5.) Transparencia en la cadena agroalimentaria. 
6.) Apoyo a la articulación de asociaciones interprofesionales para suscribir acuerdos con la industria y 
la distribución y defender sus rentas. 
7.) Una política real de apoyo al mundo rural para evitar su abandono. 
8.) Un ministerio centrado en el sector agropecuario y alimentario lejos de su actual dispersión. 
 
La deficiencia en todo tipo de equipos que en estos momentos tiene el mundo rural para hacer una 
oferta de partida hacia la diversificación de sus producciones es algo que se hace necesario subsanar si se quiere 
un medio rural desarrollado, vivo y dinámico. De nada sirve generar cualquier tipo de discurso ideológico 
acerca del desarrollo rural si no se está dispuesto a proporcionar los medios económicos, materiales y humanos 
necesarios para ello. El debate debe situarse, por lo tanto, en estos términos:  ¿Está el conjunto de la sociedad 
dispuesto a aportar los medios económicos necesarios para dar el impulso inicial al desarrollo rural, para dotar al 
campo de las infraestructuras y equipos necesarios que le permitan generar un nivel de rentas y de condiciones 
de vida similares a las de la ciudad? 
3. TENDENCIAS RECIENTES EN EL ANTAGONISMO DESARROLLO RURAL-          
AGRICULTURA 
Llama la atención lo habitual que resulta que los geógrafos olviden en su análisis espaciales, 
consciente o inconscientemente, que vivimos y trabajamos en un mundo capitalista. Este 
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modo de producción implica la existencia de una serie de relaciones sociales, económicas y 
productivas que tienen una influencia determinante en la creación, articulación y 
transformación de los espacios. Es evidente que el capital, en sus vertientes productiva y 
financiera, además de crear y modificar los espacios, configura y vertebra SU PROPIO 
ESPACIO, impulsado por su dinámica interna. Ello significa que la marginación de este 
fenómeno en los estudios geográficos, bajo el falso estandarte del apoliticismo, nos priva de 
muchas de las claves para desentrañar las relaciones profundas que se establecen en el 
territorio. 
 
La lógica del sistema supone la concentración creciente de recursos en unas zonas en detrimento de 
otras y la creación de desequilibrios "necesarios" entre áreas. De este modo, en la UE, por ejemplo, se produce 
inevitablemente una oposición dialéctica entre distintos medios (rural-urbano) y entre diferentes grupos de 
países (Europa septentrional-Europa mediterránea), o lo que es lo mismo, unos espacios son sometidos y 
explotados por otros. Por ello, el futuro que tienen ante sí los espacios rurales del sur de Europa es muy incierto, 
pues su tradicional ubicación periférica, la relevancia cada vez menor del sector agropecuario en la riqueza de 
las naciones, las recientes presiones comunitarias y la dinámica capitalista no contribuyen precisamente al 
optimismo. 
 
Este epígrafe debe interpretarse, por lo tanto, como una reflexión teórica sobre los problemas que a 
corto y medio plazo debe afrontar el medio rural de los países mediterráneos europeos, sobre todo en España, 
pese a la existencia de políticas comunitarias que aparentemente intentan lograr la cohesión social y la mayor 
integración posible entre los países miembros. 
 
En la actualidad existen estrategias que dan lugar a nuevos conceptos muy difundidos (turismo rural, 
turismo cultural, ecoturismo, agroturismo, crecimiento sostenible, espacios de ocio, espacios naturales, 
agricultura ecológica, economía sustentable, desarrollo local endógeno, desarrollo rural integral, recursos 
ambientales). Dichas estrategias están últimamente de moda entre los geógrafos y otros colectivos científicos, 
pero deben tomarse con más cautela de lo que suele ser habitual y también, por qué no, con grandes dosis de 
sentido crítico. Lo primero que se debe tener en cuenta es que todos estos programas europeos (LEADER, 
FEDER, FSE), que intentan fomentar el desarrollo rural, los equilibrios regionales, la mejora de las zonas 
desfavorecidas y de montaña, las técnicas agropecuarias no intensivas y los valores ecológicos y ambientales, 
quizás hubieran tardado más en manifestarse de no ser por las presiones internacionales derivadas de la 
progresiva liberalización comercial en el mundo (Estados Unidos y el grupo de Cairns, GATT, OMC) y por 
meras cuestiones económicas en el seno de la propia UE. Es decir, de la necesidad se ha hecho virtud. La 
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producción crónica de excedentes y los enormes gastos presupuestarios del FEOGA-Garantía constituyen los 
principales factores que despiertan la conciencia ecológica y rural de Bruselas. Los gastos del FEOGA-Garantía 
representan en 1996 el 50, 5 % del desembolso total de la UE, en 2001 el 48, 1 %  (Romero, 2002) y en 2005 el 
43, 0 % (Diario El País, Madrid, 21 de marzo de 2005).  Este porcentaje era del 64, 2 % en 1988 (Vieri, 1994). 
 
En este contexto, la reforma de la PAC y la más reciente Agenda 2000 aparecen como un intento claro 
de adaptación a este nuevo impulso del capitalismo mundial a través de la reducción de las producciones 
(política de cuotas) y de los precios subsidiados (política de ayudas directas a las rentas de los agricultores). Para 
ello es imprescindible potenciar las prácticas agropecuarias extensivas, la reforestación, las jubilaciones 
anticipadas, las ayudas para abandonar la actividad agraria, el mantenimiento de la población en las áreas 
rurales, el apoyo a las zonas desfavorecidas y de montaña y la revalorización de los espacios y recursos 
naturales. 
 
Estas iniciativas han afectado sobremanera a los países del sur de Europa, sobre todo a España, ya que 
tanto las políticas agrarias tradicionales (PAC) como las más recientes (Agenda 2000) de la UE favorecen sin 
duda a las explotaciones de mayores dimensiones y a las agriculturas continentales (cereales, lácteos, carne de 
vacuno) frente a las explotaciones pequeñas y a las agriculturas mediterráneas (aceite de oliva, vino, frutas, 
hortalizas, tabaco), respectivamente. La llamada Agenda 2000, en la que se realiza un planteamiento 
económico-financiero sobre el futuro de la UE para el periodo 2000-2006, sólo hace una breve alusión a los 
cultivos mediterráneos, mientras que, por el contrario, se extiende y es más minuciosa con las producciones 
continentales. Asimismo, la Agenda 2000, que supone una reforma de la reforma de la PAC, acontecida en 
1992, no ha dispuesto medidas para lograr una mayor racionalidad de las explotaciones, sigue sin apostar 
decididamente por una mejora estructural ni por una política fiscal para movilizar la tierra, olvida incentivar la 
transformación de productos alimentarios e incluso potenciar la comercialización de los mismos. Sin embargo, 
concede recursos presupuestarios y un papel importante a los instrumentos agroambientales con el fin de 
fomentar el desarrollo sostenible de las zonas rurales y responder a la creciente demanda de servicios 
ambientales por parte de la sociedad.  
 
Dichas divergencias se acentúan además por la escasa importancia concedida a las políticas 
estructurales, pues éstas deberían haber sido más eficaces para ayudar a equilibrar unas agriculturas 
mediterráneas caracterizadas en términos generales por el acusado minifundismo y la abundancia de población 
activa agraria. Es más, según J. Cruz (1991), los bajos presupuestos del FEOGA-Orientación en comparación 
con el FEOGA-Garantía y las diversas y poco eficaces políticas agrarias nunca han perseguido en realidad la 
corrección de los desequilibrios territoriales, las diferencias sociales o la reducción efectiva de las producciones 
en todo el ámbito comunitario y sin excepciones. Cabe preguntarse entonces qué es lo que verdaderamente se 
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ha pretendido. La Agenda 2000, inspirada en realidad por los contribuyentes netos de la UE (Alemania, 
Holanda, Suecia, Austria), aboga por reducir el gasto agrícola. Este ahorro de las arcas comunes no sirve para 
lograr un mayor apuntalamiento de la cohesión europea en otros capítulos socioeconómicos o políticos, sino 
que revierte en los Tesoros nacionales. De este modo no resulta exagerado afirmar que la mejora de los países 
ricos es financiada por los menos prósperos de la UE mediante la reducción de sus ayudas agrícolas. 
 
En definitiva, todo ello es la respuesta lógica a la necesidad de reproducción, desarrollo y acumulación 
que tiene el capitalismo, así como al puntual cumplimiento de la teoría del intercambio desigual (centro-
periferia) en favor de las economías prósperas del norte de Europa. Esta "misión" se puede cumplir hoy en día 
eliminando no sólo a las explotaciones marginales, sino también a aquellas menos dotadas para la feroz 
competitividad existente y que no son útiles al sistema. La tecnología agropecuaria permite actualmente que un 
puñado de grandes empresas dominen la producción y sean capaces de abastecer las necesidades alimenticias 
de la población. 
 
Por otro lado, resulta curioso comprobar el notable negocio que en los países desarrollados representa el 
fomento de los valores ecológicos por parte de los mismos agentes que han contribuido a su deterioro, así como 
la ya comentada transformación gradual de los espacios rurales, cada vez más sometidos a los dictámenes del 
mercado, en bienes de consumo desde su tradicional papel productor. El capitalismo encuentra en los espacios 
naturales y en el campo la posibilidad de explotarlos para obtener beneficios. De este modo produce lugares de 
ocio y recreo, los vende y consume como valores de cambio. Quizás esa publicidad que intenta impulsar el 
turismo “verde e interior” desde las más diversas instancias no sea tan inocente y objetiva como aparenta si 
conocemos la dinámica del sistema y advertimos el progresivo estancamiento del modelo turístico litoral de 
“sol y playa”. 
 
4. LA REFORMA DE LA PAC DE 2003 
De la misma manera que había sucedido con la reforma de 1992, esta nueva reforma se ha producido 
en los años inmediatamente previos al final de la ronda de negociaciones de la OMC. Esta “coincidencia” 
dejaba también entrever en las medidas concretas propuestas y, sobre todo, en las realmente aprobadas en junio 
de 2003. A las fuertes presiones de la OMC se unía una situación interna marcada por la ampliación de la UE a 
25 países. Esto supuso la congelación del presupuesto comunitario orientado a los mercados agrarios al nivel de 
2006 para el periodo 2007-2013, presupuesto que tendrá que repartirse entre 25 miembros y no entre 15 como 
hasta este momento. 
 
A esta situación no es ajeno el hecho de que la agricultura de las dos superpotencias comerciales 
(Estados Unidos y UE) sólo supone el 2 % de sus respectivos PIB, mientras que el 75 % de los mismos está 
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representado por los servicios. El resto (23 %) corresponde a los productos industriales, entre los que se 
encuentran los bienes agroalimentarios. Los imperativos de crecimiento económico y de empleo les lleva a 
ambas potencias a una estrategia clara: aumentar las exportaciones de servicios y productos industriales aunque 
ello suponga  importar más productos alimenticios. Se puede decir que en términos generales este ha sido el 
principal objetivo de las sucesivas reformas de la PAC desde 1992, de las modificaciones de la Ley Agrícola de 
Estados Unidos (Farm Bill) desde 1996  y del acuerdo sobre agricultura acordado en el seno de la OMC y que 
se inicia a partir de 1995. Este objetivo es prioritario y ha seguido en vigor en todas las reuniones de la llamada 
Ronda del Desarrollo o Ronda Doha (Doha, 2001;  Cancún, 2003; Hong Kong, 2005), incluso en la reunión 
previa celebrada en Seattle en 1999. 
 
Para que los agricultores aceptaran estas reformas fue necesario compensar la caída de los precios 
agrícolas con subsidios que no distorsionasen los intercambios y que estuvieran separados de los precios o de la 
producción del año en curso, según lo exigido por la OMC. Por supuesto, el beneficio que esto tendría para el 
ambiente, el paisaje, la calidad de los alimentos y el bienestar animal no es más que una coartada, tanto para los 
propios contribuyentes como para los países subdesarrollados, que ven en las subvenciones agrarias europeas y 
estadounidenses una competencia desleal en los mercados internacionales. Las sucesivas reformas y 
modificaciones de las políticas agrarias de Estados Unidos y la UE intentan convencer a los países 
subdesarrollados o en vías de desarrollo de la bondad de las mismas y de que su intención de acabar con las 
subvenciones y el proteccionismo es verdadera, aunque a la luz de los hechos reales cada día es más difícil el 
engaño y la utilización de subterfugios para desviar la atención y prolongar el sostenimiento artificial de una 
agricultura subvencionada. 
 
La OMC clasifica los diferentes tipos de subsidios agrarios en tres categorías: las denominadas caja 
naranja, caja azul y caja verde. 
 
La caja naranja se refiere a las ayudas que deben evitarse y reducirse. Incluye los apoyos internos 
vinculados a la producción o a los precios del año en curso, lo que se considera que influye en la distorsión de 
los intercambios. Se trata tanto de los subsidios a los precios del mercado (mediante un precio mínimo llamado 
de “intervención”) como de subsidios ligados al nivel de producción o al precio.  En Europa, por ejemplo, están 
en la caja naranja las compras efectuadas por los gobiernos a un precio garantizado en los sectores cerealero y 
lácteo. 
 
La caja azul se refiere a las ayudas toleradas y comprende las subvenciones subordinadas a una 
producción, pero sin que su monto efectivo sea el reflejo del volumen real de esa producción. Se trata de ayudas 
vinculadas a programas de limitación de la producción agrícola, calculadas a partir de factores de producción 
 16
fijos de un periodo anterior. Esta caja apunta, por ejemplo, a las ayudas para la ganadería o por hectárea, no 
ligadas al precios, sino pagadas según una superficie y un rendimiento fijos. 
 
La caja verde contiene las ayudas autorizadas sin limitación y comprende los subsidios que se supone 
que no tienen ningún efecto sobre los precios o la producción agropecuaria del año en curso, o que sólo tiene un 
efecto mínimo. Puede tratarse, por ejemplo, de los servicios de investigación o de formación que garantizan los 
gobiernos en el sector agrícola. También puede tratarse de ayudas a la protección del ambiente o a la lucha 
contra los desastres y calamidades naturales. En el caso de la UE se trata sobre todo del 90 % de las ayudas 
directas desvinculadas de la producción o el precio que se han transferido a partir de 2005 de la caja azul a la 
caja verde del “pago único por explotación”. 
 
Como se ha mencionado arriba, los países pobres se dejan engañar cada vez menos por este juego de 
las cajas al que se han entregado Estados Unidos y la UE a partir de 1992 y de la entrada en vigor de la OMC 
(1995), pero sobre todo desde el inicio de los encuentros previos a la celebración de la Ronda del Desarrollo 
(Seattle, 1999) y desde el comienzo de las reuniones de la misma (Doha, 2001), ya que se dedican a transferir 
un porcentaje creciente de sus ayudas desde la caja naranja a la azul y luego, finalmente, a la verde, caja esta 
última en la que la reforma de la PAC de junio de 2003 y de abril de 2004 permitió colocar el 90 % de los 
subsidios internos. En este contexto, se puede afirmar que las reglas actuales del acuerdo sobre agricultura de la 
OMC son injustas porque sólo los países ricos pueden apoyar a sus agricultores mediante subsidios internos 
autorizados a pesar de la competencia desleal que esto supone, mientras que al mismo tiempo obligan a los 
países subdesarrollados a reducir el único instrumento que tienen a su alcance: la protección contra las 
importaciones. 
 
Al hilo de estas consideraciones, la nueva PAC, aprobada por el Consejo de Ministros de Agricultura 
en junio de 2003, se articula mediante tres instrumentos: el desacoplamiento o disociación de las ayudas, la 
(eco) condicionalidad agraria y la modulación de las ayudas. A esto se unen nuevos principios de 
funcionamiento: la flexibilidad y la disciplina presupuestaria. 
 
a) El desacoplamiento de las ayudas agrarias 
El nuevo modelo de apoyo a los mercados agrarios europeos se basa en las ayudas disociadas de la 
producción, de forma que las explotaciones agrarias recibirán ayudas en forma de pago único por explotación o 
hectárea calculado a partir de un importe de referencia  de las ayudas recibidas en el periodo 2000-2002.  Se 
trata en realidad de adaptar las ayudas a las medidas autorizadas por la OMC para que no puedan ser acusadas 
de distorsionar el comercio internacional. 
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Se dice que estas estrategias se encaminan hacia una ruptura con el productivismo y hacia el respeto del 
ambiente, aunque la realidad es que existen algunas contradicciones al respecto. Lo primero que provoca el 
cálculo de pago único a partir de los montantes recibidos en el periodo de referencia 2000-2002 es la 
consolidación del productivismo histórico de la PAC, premiando a las explotaciones de mayor tamaño. Se 
mantiene así la histórica fuente de desigualdad en la distribución de las ayudas a favor de las explotaciones de 
mayores dimensiones y se ejerce una presión competitiva sobre las pequeñas y medianas explotaciones, que al 
tener menor apoyo público seguirán buscando su subsistencia aumentando la productividad. 
 
Asimismo, las ayudas disociadas de la producción propuestas por la PAC no es completa . Por un lado, 
se ha legislado una cierta “disociación a la carta” que deja a los Estados la opción de aplicar una disociación 
parcial mediante distintos porcentajes para determinados productos.  El carácter incompleto de esta disociación 
también se pone de manifiesto en el “mantenimiento de elementos sectoriales” en algunos productos como el 
arroz, el trigo duro, los cultivos energéticos (girasol, remolacha, cardo), los frutos secos o las leguminosas de 
consumo humano. Del mismo modo,  la “regionalización con disociación asimétrica”  permite una revisión de 
los importes disociados de las ayudas a nivel regional, lo que abre la puerta a una mayor diferenciación 
territorial del apoyo agrario. 
 
Al margen de que la disociación de la producción no sea completa, estas ayudas contribuirán a 
mantener la producción agrícola y ganadera en la UE, producción que se seguirá destinando a los mercados 
nacionales e internacionales. No obstante, los países pobres, con elevadas deudas externas y limitados 
presupuestos nacionales, encuentran muy constreñidas sus posibilidades de desarrollar este tipo de políticas en 
igualdad de condiciones.  Esta desigualdad de los apoyos y de protección agropecuaria opera a favor de la UE, 
al mismo tiempo que fortalece su papel dominante (junto a Estados Unidos) en los mercados agroalimentarios 
internacionales. 
 
b) La (eco) condicionalidad agraria 
La (eco) condicionalidad agraria es un instrumento que se adecua perfectamente a las medidas 
aceptadas por la OMC. Estas medidas son las que no tienen efectos distorsionadores sobre  los precios y los 
mercados, es decir,  aquellas que no se traducen en pagos a los agricultores, como por ejemplo programas de 
formación, investigación e infraestructuras, ayuda alimentaria interna y existencias públicas con el objetivo de 
la seguridad alimentaria. También se  incluyen aquí los pagos directos a los agricultores que no estimulen la 
producción, como los que tienen lugar cuando acontecen desastres naturales, las ayudas para reestructurar las 
explotaciones, las ayudas enmarcadas en programas de desarrollo regional o de preservación del ambiente, 
entre otras. 
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Esta (eco) condicionalidad también se inserta dentro del concepto de multifuncionalidad de la 
agricultura, de forma que las ayudas estarían crecientemente vinculadas a la calidad ambiental y no a la 
productividad.  En cualquier caso, a la luz de los hechos parece que se trata de una coartada para seguir 
subvencionando la a agricultura sin un compromiso firme con la sostenibilidad ni con la equidad social. Pero 
eso sí, sin irritar demasiado a la OMC, a Estados Unidos y a los países subdesarrollados productores y 
exportadores de materias primas y productos agroalimentarios. 
 
De todos modos, desde el punto de vista forma el incumplimiento de estas normas dará lugar a 
sanciones y a la posible retirada de las ayudas, aunque su implantación requiere de la puesta en marcha de unos 
sistemas nacionales de asesoramiento e inspección. Una vez desmantelada o privatizada la extensión rural en la 
UE no resulta fácil imaginar como se puede iniciar un sistema de control de la agricultura en el actual contexto 
de reducción del gasto público. Por lo tanto, la opción más probable será la privada, lo que se traducirá en unos 
costes adicionales para los agricultores cuyo principal efecto será una diferenciación notable entre grandes y 
pequeñas explotaciones. Se trata, en definitiva, de una medida con un elevado riesgo de que funcione como 
barrera de entrada el mercado, pero con dudosas garantías de que supongan un beneficio ambiental y social. 
 
c) La modulación obligatoria de las ayudas 
La reforma de la PAC ha estado precedida de un intenso debate sobre el reparto de las ayudas. Las 
organizaciones de pequeños y medianos agricultores están reclamando desde hace años la modulación social de 
las ayudas a favor de las pequeñas explotaciones familiares. Sin embargo, esta concepción de la modulación 
social no es la que ha sido recogida en la nueva reforma de la PAC.  La UE entiende la modulación de las 
ayudas como el trasvase de recursos desde las ayudas directas a la producción hacia las medidas de desarrollo 
rural. Al mismo tiempo, las exigencias de cofinanciación por parte de los Estados de las políticas de desarrollo 
rural se refuerzan de tal modo que dependerán de las distintas posibilidades territoriales, abriendo la puerta de 
nuevo a las desigualdades nacionales, sobre todo si, como se ha decretado, el 80 % de los fondos liberados por 
la reducción de las ayudas a la producción se quedan en el Estado que las genera, de forma que así como se 
consolida la actual desigualdad en la distribución de las ayudas por países. 
 
Una importante contradicción es el efecto que tendrá la reducción de las ayudas a la producción hasta el 
año 2012 (- 3 % en 2005, - 4 % en 2006,  - 5 % anual en 2007) y la reducción de los precios de intervención 
(por ejemplo, en la mantequilla el – 20 % y en la leche en polvo el – 12 %). Es previsible, como ya ha sucedido 
antes, que estas reducciones se traduzcan en incentivos productivistas en respuesta a la creciente presión del 
mercado y, además, que estas presiones se concentren en las pequeñas explotaciones familiares. En este caso se 
estaría avanzando hacia el objetivo contrario al teóricamente marcado de una agricultura sostenible en un medio 
rural vivo. 
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Las explotaciones localizadas en zonas marginales tendrán ahora mayores incentivos para su 
conversión en una agricultura ecológica y respetuosa con el entorno, pero no está claro que las explotaciones 
situadas en áreas de aprovechamiento intensivo se encuentren en esta situación.  Así, la amenaza de los cultivos 
transgénicos y de los cultivos intensivos orientados a los mercados internacionales competitivos amenazan las 
posibilidades de una agricultura sostenible. Estaríamos yendo, pues, hacia una profundización de la polarización 
productiva, máxime en un contexto de congelación presupuestaria y de mayor liberalización de los mercados 
internacionales. Por ello, la actual reforma de la PAC aparece como una oportunidad pero también como una 
amenaza para el avance hacia una transición general que culmine en una agricultura sostenible. 
 
Por otro lado, se debe tener en cuenta que el agricultor quiere vivir del precio de sus productos y no de 
las ayudas. Como es sabido, éstas últimas, además de insuficientes, están mal distribuidas porque más del 80 %  
de las mismas las perciben menos de un 20 % de los solicitantes. Se trata de unas ayudas fracasadas que han 
sido incapaces de mantener la renta ni el número de explotaciones familiares. Al mismo tiempo, son unas 
ayudas cuestionadas, puesto que son utilizadas por las grandes transnacionales para exportar por debajo de los 
costes de producción, lo que provoca un dumping de consecuencias funestas para las explotaciones familiares 
de todo el mundo. 
 
La PAC concentra las ayudas en pocas manos, que no son, precisamente, las de los pequeños y 
medianos agricultores. Para poder compatibilizar estas políticas con los dictámenes de la OMC  (las ayudas de 
la famosa “caja verde”), se ha decidido que pueden cobrarse sin producir, medida completamente absurda que 
deslegitima tanto a las propias ayudas como a la PAC. Se puede decir que la última reforma de la PAC destruye 
el modelo de agricultura social y familiar. 
 
La agricultura social y campesina, de características sostenible, respetuosa con el ambiente, de calidad 
nutritiva y generadora de empleo y vida en los pueblos, necesita también de un modelo de comercialización que 
no sea el de la GDO, sino más bien el de los mercados cercanos y circuitos mercantiles cortos, es decir, el del 
consumidor como persona con rostro, con criterio y capacidad de elección.  
 
La actual situación de los mercados, los precios por debajo de los costes de producción, el abuso hacia 
el consumidor y la asfixiante presión sobre los productores y proveedores determinan que el papel que hoy en 
día representa la GDO sea el de mera destructora del modelo agrícola familiar y del pequeño comercio. Para 
que eso no continúe de este modo es necesario que haya una alianza comprometida entre los agricultores, los 
consumidores, las organizaciones ecologistas, las organizaciones sociales y los diversos agentes que ya están 
trabajando en los medios rural y urbano para buscar otro modelo de desarrollo, de consumo, de mantenimiento 
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y de generación de vida en los espacios agrorrurales. Esto es precisamente lo que se trató en el 5º Foro por un 
Mundo Rural Vivo organizado por la Plataforma Rural y celebrado en el municipio de Amayuelas de Abajo 
(Palencia) en septiembre de 2006. 
              
            5. LA REFORMA DE LA PAC DE 2008 
A lo largo de toda su historia, la PAC se ha sometido a profundos cambios para poder hacer 
frente a los nuevos desafíos que se le iban planteando. En un primer momento, se trató de alcanzar 
los objetivos del artículo 39 del Tratado (incrementar la productividad, asegurar un nivel de vida 
equitativo a la población agrícola y garantizar la seguridad de los abastecimientos a precios 
razonables), debiéndose después corregir los desequilibrios cuantitativos que habían ido surgiendo. 
Más adelante, la PAC emprendió una nueva dirección basada en la disminución de los precios y la 
concesión de ayudas compensatorias. Por último, la reforma actual de la PAC tiene por objeto 
profundizar y ampliar la de 1992, sustituyendo las medidas de apoyo a los precios por ayudas 
directas y acompañando este proceso con una política rural de estructura coherente. 
 
En los últimos tiempos, han surgido nuevos desafíos, tanto internos como externos: 
1.) El mercado agrícola mundial presenta hoy unas perspectivas de fuerte crecimiento,         con 
precios remuneradores. Los precios de la PAC rozan unos niveles demasiado  elevados para 
poder respetar los compromisos internacionales y extraer provecho de la expansión del mercado 
mundial, planteándose así el riesgo de que reaparezcan excedentes, con costes presupuestarios 
insoportables, y de que se pierdan posiciones en el mercado mundial y comunitario.  
2.) El apoyo a la agricultura se reparte de forma desigual entre los distintos productores y regiones 
y, como consecuencia, se asiste a una mala gestión del espacio rural: declive de la actividad 
agrícola en algunas zonas, prácticas agrarias que, por excesivamente intensivas, son fuente de 
contaminación, enfermedades de animales, disminución de la seguridad alimentaria, etc.  
3.) Resulta hoy indispensable conseguir que el ciudadano, el consumidor europeo, se reconcilie con 
la PAC.  
4.) La fuerza de la agricultura europea descansa en su diversidad: recursos naturales, métodos de 
explotación, competitividad, ingresos y tradición. Con las sucesivas ampliaciones de la Unión, 
la gestión de la PAC se ha hecho demasiado compleja, burocrática y a veces, incluso, 
difícilmente abordable. Es necesario, pues, crear un nuevo modelo descentralizado, con criterios 
comunes claros y mecanismos de control rigurosos, que conceda un mayor grado de libertad a 
los Estados miembros sin, con ello, distorsionar la competencia ni abrir un proceso de 
nacionalización de la PAC.  
5.)La Unión debe preparar su agricultura para el reto de las negociaciones internacionales y ha 
de concretar los límites de lo que se halle dispuesta a aceptar.  
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6.) La ampliación de la Unión al Este hace aún más necesarias las medidas de mercado y la 
simplificación, dado que las economías de los países candidatos se apoyan principalmente en el 
sector agrario.  
 
El acuerdo alcanzado en el Consejo Europeo de Berlín responde a los objetivos esenciales 
propuestos en la Agenda 2000, dando un contenido concreto a lo que ha de ser en los próximos años 
el modelo agrícola europeo. 
 
El Consejo Europeo de Berlín confirmó que el contenido de la reforma garantizará una 
agricultura multifuncional, sostenible, competitiva y presente en todo el territorio europeo, incluidas 
las regiones con problemas particulares. Además, ha de ser una agricultura capaz de conservar el 
paisaje, mantener el espacio natural, contribuir de forma esencial a la vitalidad del mundo rural y 
responder a las preocupaciones y exigencias de los consumidores en materia de calidad y seguridad 
de los alimentos y de protección del medio ambiente y del bienestar de los animales. 
 
Las propuestas de la Comisión adoptadas por el Consejo Europeo partían de las reformas de 
1992 que habían conseguido reducir los excedentes y contener los gastos, sin impedir un aumento 
medio de la renta de un 4,5%. Esta orientación general la recogió el Consejo Europeo en las líneas 
directrices siguientes: 
* La competitividad debe garantizarse mediante un descenso de los precios que impulse el 
crecimiento de las salidas interiores y una mayor participación en el mercado mundial. Dicho 
descenso se compensará con un aumento de las ayudas directas que permita mantener el nivel de 
renta.  
* El reparto de tareas entre la Comisión y los Estados miembros debe revisarse en lo relativo a la 
compensación con ayudas directas y a las medidas de desarrollo rural enmarcadas en una 
programación global.  
* Lógicamente, este movimiento de descentralización debe ir acompañado de un gran esfuerzo de 
simplificación de la normativa. Esto rige tanto para el nuevo reglamento de desarrollo rural, que 
posibilita la desaparición de gran número de reglamentos, como para los reglamentos del mercado, 
especialmente el de los grandes cultivos. Con la reforma actual, la normativa es más clara, más 
transparente y más accesible, y la carga administrativa que se impone a los agricultores se reduce al 
estricto mínimo.  
* El desarrollo rural debe convertirse en el segundo pilar de la PAC. Por primera vez se establecen 
las bases de una política de desarrollo rural, global y coherente, que tiene que completar las políticas 
de mercado y garantizar que el gasto agrícola contribuya más que en el pasado a necesidades tales 
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como la gestión del espacio, la protección de la naturaleza o la instalación de jóvenes agricultores. 
Los Estados miembros tendrán la posibilidad de modular, es decir, de reducir las ayudas directas 
concedidas a las explotaciones. A tal fin, se aplicarán criterios relacionados con el empleo de la 
mano de obra en la explotación, y el producto de tal modulación, en poder del Estado miembro, 
deberá destinarse a medidas de carácter agroambiental.  
En cuanto a las políticas rurales, las medidas complementarias o de 
 acompañamiento antes financiadas por la Sección de Garantía del FEOGA (Fondo Europeo de 
Orientación y Garantía Agrícola) se completan con ayudas para las regiones desfavorecidas y las 
zonas retrasadas. Todas estas medidas se aplican horizontalmente y de forma descentralizada. Para 
las zonas rurales que puedan acogerse al objetivo nº 1 de los Fondos Estructurales, se mantiene el 
sistema actual. En cuanto a las zonas rurales encuadradas en el nuevo objetivo nº 2 (antiguos 
objetivos 5a y 5b), las medidas adoptadas serán financiadas por la Sección de Garantía del FEOGA. 
La financiación general del objetivo nº 2 correrá a cargo del Fondo Europeo de Desarrollo Regional 
(FEDER), el Fondo Social Europeo (FSE) y el Instrumento Financiero de Orientación de la Pesca 
(IFOP). En fin, todas las medidas adoptadas en favor de las regiones rurales que no puedan 
acogerse a los Fondos Estructurales serán cofinanciadas por la Sección de Garantía del FEOGA. 
 
Por otra parte, con el fin de integrar mejor la dimensión ambiental en el funcionamiento de 
las organizaciones comunes de mercados, la nueva reforma autoriza a los Estados miembros para 
que condicionen los pagos directos al cumplimiento de la normativa medioambiental. 
 
Son varios los objetivos que persiguen las medidas previstas: 
* Reforzar el sector agrícola y forestal fomentando unos productos agrícolas de calidad. A tal 
efecto, se incluyen disposiciones que regulan el establecimiento de los jóvenes agricultores y las 
condiciones de la jubilación anticipada.  
* Aumentar la competitividad del campo con el fin primordial de mejorar la calidad de vida de la 
comunidad rural y de abrir nuevas fuentes de ingresos para los agricultores y sus familias.  
* Proteger el medio ambiente y el patrimonio rural europeo con medidas agroambientales tales 
como la agricultura ecológica. Además, para impulsar la integración en la PAC de las exigencias 
medioambientales, se prevé también ampliar los pagos compensatorios (reservados 
tradicionalmente a las regiones menos favorecidas) a las zonas donde la agricultura se vea limitada 
por obstáculos naturales específicos.  
No obstante, los Estados miembros deben velar por que los agricultores puedan probar que 
no ejercen sus actividades únicamente para beneficiarse de las ayudas concedidas por los regímenes 
de apoyo. 
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6. EL PAPEL DE LOS CENTROS DE GESTIÓN DEL TERRITORIO 
Ante semejantes planteamientos cabe preguntarse cuál es el reflejo de este proceso capitalista sobre el 
espacio y cómo se realiza. Para comprenderlo es necesario introducir el concepto de gestión del territorio, es 
decir, la dimensión espacial del proceso de gestión, ordenación y planificación que vincula al territorio con el 
control de un Estado, grupo social, institución o empresa, según se pone de manifiesto en los trabajos de R. L. 
Correa (1989, 1991, 1992 y 1997). Se trata en última instancia del conjunto de acciones que tiene como 
objetivo la creación y control del espacio, o lo que es lo mismo, la creación y control de las formas espaciales, 
sus funciones y distribución espacial, así como de determinados procesos, como concentración y dispersión 
espaciales, que conforman la organización del territorio desde sus orígenes y dinámica. La gestión del territorio 
constituye entonces un poderoso instrumento para propiciar la existencia y la reproducción tanto del capital 
como del conjunto de la sociedad a través de la organización del espacio. 
 
La gestión del territorio se localiza en las áreas metropolitanas. De ahí que pueda hablarse de centros de 
gestión (Goodwin, 1965; Correa, 1968 y 1989; Strickland y Aiken, 1984; Cordeiro, 1987). Desde estos centros 
metropolitanos, donde se asientan grandes empresas multinacionales con enorme poder económico y político, 
se toman las decisiones y se orientan los flujos del capital hacia inversiones selectivas que son las que 
contribuyen a la ordenación del espacio. 
 
Ya en tiempos pasados la concentración de recursos en las ciudades (materias primas, mercancías, 
industria, innovaciones, capitales, mano de obra) supuso el sometimiento y degradación del campo. En la 
actualidad las grandes metrópolis nacionales y europeas siguen actuando en el mismo sentido, pero ahora a 
través de mecanismos más sutiles y eficaces. En el caso español este papel lo asumen las áreas metropolitanas 
de Barcelona, Bilbao, Madrid, Valencia o Zaragoza, donde se concentran dinámicas firmas, así como 
instituciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, desde las que se toman las decisiones que controlan 
el territorio y que mantienen la dependencia y desequilibrio de amplios espacios rurales del país. Sin embargo, 
esta red metropolitana española, similar a la de los otros países europeos mediterráneos, constituye un nudo de 
rango secundario, dado que España no forma parte del grupo de países dominantes, que está conectado con los 
principales centros de gestión y decisión mundiales que se corresponden con los lugares donde se determinan 
las estrategias globales del capital (Nueva York, Tokio, París, Londres, Milán, Frankfurt del Main).  
 
En el caso de la UE, las áreas metropolitanas de Londres, París y Frankfurt conforman junto con 
Amsterdam los vértices del cuadrilátero central europeo, es decir, el corazón económico, financiero, urbano, 
industrial, terciario, demográfico y de consumo del continente y donde la acumulación de capital permite 
diseñar las políticas y estrategias que influyen en la organización espacial de todos los países comunitarios. 
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Aquí se localizan, además de las empresas más dinámicas, las universidades punteras, centros de investigación 
y desarrollo, aeropuertos internacionales, densas redes de transporte, empresas publicitarias, medios de 
comunicación de masas, consultoras técnicas, jurídicas, económicas y de mercadotecnia, sin olvidar los 
omnipresentes y todopoderosos conglomerados financieros que penetran en el accionariado de las empresas. Se 
trata a fin de cuentas de un conjunto de actividades interrelacionadas e interdependientes capaces de generar 
economías externas y de tomar decisiones que afectan a la totalidad de la UE. 
 
Respecto al papel que representan los grandes bancos en la gestión del territorio se puede indicar que 
cuando estas instituciones alcanzan ciertas proporciones están en disposición de supeditar a sí mismas las 
actividades agropecuarias, industriales y terciarias de toda la sociedad capitalista. Prestando servicios 
financieros a sus clientes, los bancos obtienen la posibilidad de conocer exactamente la situación de los diversos 
capitalistas y, después, de controlarlos y ejercer influencia sobre su actividad. Endureciendo las condiciones de 
crédito o concediendo, por el contrario, préstamos en condiciones ventajosas, los bancos pueden privar a los 
capitalistas de los recursos necesarios o darles la posibilidad de ampliar rápidamente y en proporciones enormes 
la producción, acrecentando los ingresos y, por consiguiente, el capital. Es lógico deducir entonces que las 
grandes instituciones financieras son las que en realidad deciden, directa o indirectamente, las estrategias 
inversoras o las subvenciones, estímulos y ayudas que conducen a la gestión del territorio, aunque el brazo 
ejecutor esté representado por las empresas vinculadas a los diferentes sectores económicos o en última 
instancia por los poderes públicos, pero en definitiva de lo que se trata es de reproducir tanto el capital como 
una estructura social vigente en la que cada país y cada grupo social tiene una función asignada para perpetuar 
el sistema. 
 
Europa mediterránea ocupa, económica y físicamente, una posición periférica que sin duda se ha visto 
acentuada con la ampliación de la UE con varios países del antiguo bloque socialista, pues el centro de 
gravedad europeo se desplaza hacia el este junto con una serie de recursos económicos que lo más probable es 
que se detraigan de los actuales fondos de cohesión para ser compartidos con los nuevos socios y facilitar así su 
integración. Asimismo, el rol preponderante de Alemania en este proceso ya se comenzó a vislumbrar con la 
caída del muro de Berlín, la absorción de la antigua RDA por la RFA y el conflicto bélico de los Balcanes. La 
necesidad vital que tiene Alemania de expandir su área de influencia en Europa Central y Oriental le ha llevado, 
dado su carácter de contribuyente neto al presupuesto comunitario, a proponer el endurecimiento de las 
condiciones para acceder a los fondos estructurales y de cohesión por parte de los países mediterráneos. 
 
En una sociedad de funcionamiento capitalista, como la nuestra y la de toda la UE, un centro de gestión 
del territorio es básicamente un núcleo de acumulación del capital que se constituye en un poderoso conjunto de 
acciones originadas para concebir, planear y dirigir el complejo ciclo de reproducción del capital de los grandes 
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intereses localizados en estas áreas metropolitanas (Correa, 1997). Las políticas comunitarias se diseñan desde 
los principales centros de decisión para servir a los intereses de los dueños del capital, que en el caso europeo 
suelen coincidir con las corporaciones de carácter multinacional y los grandes bancos cuyas casas matrices se 
localizan en los países dominantes de la UE y del mundo. No olvidemos que en el poderoso grupo G-8 
participan cuatro países comunitarios (Alemania, Francia, Italia y el Reino Unido). 
 
A través de diversos mecanismos económicos, técnicos y financieros, que sería prolijo relatar aquí, los 
grandes conglomerados empresariales crean las condiciones necesarias para ejercer su papel de centro de 
gestión del territorio en todo el ámbito comunitario, cuyo fin último es la acumulación y reproducción del 
capital. El ciclo de reproducción capitalista posee una dimensión espacial clara que abarca una numerosa red 
urbana y diversas áreas agropecuarias con diferentes niveles de desarrollo y distintas especializaciones 
productivas. En todo el territorio afectado se llevan a cabo complejos procesos productivos que movilizan a 
millones de personas y hacen circular cantidades ingentes de dinero, materias primas, bienes intermedios y 
productos finales, lo que culmina con la creación del valor y apropiación de unas plusvalías que fluyen por la 
red bancaria y al final se acumulan en dichas áreas metropolitanas centrales. 
 
Estos planteamientos teóricos cobran una dimensión distinta cuando abandonan el campo de lo 
abstracto y se materializan, por ejemplo, en todos los acontecimientos reales que han jalonado la presencia de 
España como miembro de pleno derecho en la UE desde su ingreso en 1986. Cuando se contemplan con una 
perspectiva más amplia y de conjunto los sucesos puntuales que han ido apareciendo en los medios de 
comunicación y ciertas interpretaciones aisladas de todo contexto socioeconómico y político que figuran en la 
bibliografía al uso, inevitablemente brota una realidad preocupante que no deja lugar al optimismo. No faltan 
autores que piensan que la verdadera organización y gestión del territorio la ejercen los Estados y las 
instituciones democráticas comunitarias cuyo poder emana de la voluntad popular. Sin embargo, es 
imprescindible saber con exactitud qué es en realidad el Estado y al servicio de qué o de quiénes está, así como 
conocer y utilizar en los análisis que tanto en España como en los demás países del mundo los ministros o altos 
cargos del Estado suelen reclutarse en la gran empresa privada, lugar en el que habitualmente recalan muchos 
políticos cuando abandonan la función pública. Por lo tanto, las principales instituciones estatales y 
comunitarias están impregnadas por los intereses de las firmas y los bancos más pujantes a través de cuadros 
directivos afines. 
A MODO DE CONCLUSIÓN 
Es cierto que una salida interesante para la agricultura y los espacios rurales de los países mediterráneos 
europeos estriba en la decidida conversión de las explotaciones agrarias en  explotaciones rurales. Sólo así se 
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podrán generar nuevas fuentes de riqueza que ayuden a complementar las rentas de los campesinos y a 
mantener en el medio rural la población suficiente para que no se pierdan sus recursos naturales, ambientales y 
culturales.  
 
Sin embargo, no se puede obviar que para que los espacios rurales tengan una vida socioeconómica 
activa y dinámica y que se lleven a cabo los proyectos mencionados con eficacia es necesario que la base 
productiva de las comunidades rurales se asiente sobre lo que éstas ofrecen de modo más natural: la actividad 
agrícola, ganadera y forestal. Pese a las políticas europeas oficiales, que a veces dejan entrever sus verdaderos 
propósitos, la evolución palpable de los acontecimientos y la realidad que se percibe día a día no deja lugar a 
dudas sobre el pésimo futuro que tienen ante sí los países mediterráneos y, sobre todo, sus áreas rurales y sus 
agriculturas. Esta penosa situación constituye una fase más avanzada dentro del proceso que profundiza la 
división regional y mundial del trabajo y que a través de ella permite que unos países sigan siendo dependientes 
de otros. Pensar que la tan defendida mundialización de la economía va a homogeneizar a los países 
desarrollados es una entelequia. Será más bien al contrario porque la esencia del capital es crear desequilibrios 
socio-económicos y espaciales. La capacidad de adaptación y autotransformación del capitalismo indica que la 
globalización es una nueva estrategia para continuar absorbiendo beneficios de amplios territorios. 
 
Nadie con un mínimo de información puede negar el desmantelamiento que ha sufrido el tejido 
industrial español durante las últimas décadas, ni la contundente penetración del capital extranjero en nuestra 
industria agroalimentaria. El siguiente paso consiste en reducir el sector primario a la mínima expresión posible, 
pues las duras condiciones impuestas a la agricultura española en la negociación del Tratado de Adhesión a las 
Comunidades Europeas son refrendadas de continuo por unas políticas que priman las producciones 
continentales en detrimento de las mediterráneas, no apoyan las reformas estructurales y fomentan la entrega de 
dinero a cambio de abandonar la producción, tanto en la actividad agropecuaria como en la pesquera. No es 
necesario insistir en los ya tradicionales problemas del sector lechero español o en los que también ha habido 
con el aceitunero y el oleaginoso (girasol). 
 
La estrategia seguida por los centros de gestión del territorio representados visiblemente por Bruselas es 
cada vez más inequívoca. Todo apunta hacia el fomento de las áreas rurales pero dejando de lado las 
actividades agropecuarias, toda vez que los mayores esfuerzos institucionales se han centrado en la 
potenciación del turismo rural y en la mejora ambiental, tal como apunta con gran acierto V. Martín (1996). 
Ello no contribuye, lógicamente, a la corrección de los desequilibrios interregionales, a la cohesión social y 
económica entre los países miembros o al aumento de la riqueza nacional porque las políticas oficiales 
enmascaran la realidad y presentan sus iniciativas como la panacea que resolverá todos los problemas rurales, 
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consideración interesada que sin más disquisiciones se encuentra apuntalada por multitud de estudios, muchos 
de ellos geográficos. 
 
Los países mediterráneos europeos, y concretamente España, van camino de ser privados por completo 
de sus fuerzas productivas y de convertirse en países de servicios donde el turismo figura como un monocultivo 
en el que la oferta rural e interior se uniría a la ya ingente oferta litoral. En ambos casos se trata de una actividad 
dependiente y sometida a decisiones foráneas, pero no sólo porque la mayor o menor movilización de millones 
de visitantes esté en manos de los operadores extranjeros, sino también porque el grueso de los beneficios 
emigra a los centros de gestión del territorio localizados en los países dominantes donde el capital se acumula y 
reproduce. 
 
En cualquier caso, son inmensos los recursos económicos que durante los últimos años se han destinado 
a consolidar el turismo rural mediante inversiones selectivas, ayudas y subvenciones que se centran en las 
infraestructuras hoteleras y viarias, equipos e instalaciones deportivas, mejora ambiental, reforestación o 
recuperación y conservación arquitectónico-artística, es decir, todo aquello que quita fuerza a un posible 
competidor y convierte un antiguo espacio productivo en un lugar para el ocio y solaz de los europeos más 
prósperos. 
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